TUTELA DE 1ª INSTANCIA

RADICACIÓN 66001 22 04 003 2019 00162

ACCIONANTE: JULIÁN ALBERTO NUÑEZ CANDELO  
ACCIONADO: FISCALÍA 12 SECCIONAL DE PEREIRA 

ASUNTO: DECLARA IMPROCEDENTE LA  ACCIÓN DE TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / APODERADO JUDICIAL / REQUISITOS / SER ABOGADO. 
En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos :

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”…”.
Artículo 75 (CGP). Designación y sustitución de apoderados.  Podrá conferirse poder a uno o varios abogados.

Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto social principal sea la prestación de servicios jurídicos. En este evento, podrá actuar en el proceso cualquier profesional del derecho inscrito en su certificado de existencia y representación legal. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona jurídica pueda otorgar o sustituir el poder a otros abogados ajenos a la firma. Las Cámaras de Comercio deberán proceder al registro de que trata este inciso. (…)
… la Corte Constitucional señaló en la Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) se ha pronunciado en varias oportunidades acerca de la necesidad de cumplir con los requisitos generales que establece el Decreto 196 de 1971 sobre el ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecinueve (19) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Aprobado por Acta No.1056
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor Julián Alberto Núñez Candelo, quien dijo actuar en calidad de representante legal de la Fundación PRESOS PERO NO MUERTOS y en representación de la señora  Viviana Andrea Soto Olmos, en contra de la Fiscalía 12 Seccional de Cali, Valle del Cauca, por considerar vulnerado su derecho fundamental. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1.  El señor Julián Alberto Núñez Candelo mencionó ser el “representante legal” de la Fundación PRESOS PERO NO MUERTOS, para lo cual adujo que la señora Viviana Andrea Soto Olmos le otorgó poder para que presentara un derecho de petición el 6 de agosto de 2019  ante la Fiscalía 12 Seccional de Cali, Valle del Cauca, tendiente a que se le entregara una copia de la decisión de archivo dentro del proceso radicado bajo el No. 660016000035201502897 y así mismo, que se le indicara el estado de dicha actuación, sin que hubiera recibido respuesta al respecto y en ese sentido solicitó la intervención del juez constitucional invocando la protección del derecho fundamental de petición
.

2.2. Mediante auto del 24 de octubre de 2019, el Despacho del Magistrado Orlando de Jesús Pérez Bedoya de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Santiago de Cali, Valle, había avocado el conocimiento de la acción de tutela instaurada por el señor Julián Alberto Núñez Candelo, por lo que ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía 12 Seccional de Cali
, autoridad que contestó que una vez verificado el sistema SPOA, halló que el proceso al que hizo alusión el accionante se encuentra bajo el radicado No. 660016000352010287 y que fue asignado a la Fiscalía 12 Seccional de Pereira, información que ya se le había dado verbalmente al señor Núñez Candelo
.  

2.3.  Mediante auto del 1º de noviembre de 2019, el Despacho del Magistrado Orlando de Jesús Pérez Bedoya de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Santiago de Cali, Valle, dispuso la remisión de la presente demanda de tutela a esta Sala Penal
, correspondiéndole por reparto a esta Colegiatura
 

2.4. Dentro de las pruebas que se allegaron con el escrito introductorio de esta acción  constitucional, se observan las siguientes: i) derecho de petición  dirigido por el actor a la Fiscalía 12 Seccional de Cali, radicado el 2019-08-06, ii) poder especial otorgado por la señora Viviana Andrea Soto Olmos a la Fundación PRESOS PERO NO MUERTOS, representada por el señor Julián Alberto Núñez Candelo, para que radicara el derecho petición ante la FGN, iii) cédula de ciudadanía de la señora Viviana Andrea Soto Olmos, iv) cédula de ciudadanía del señor Julián Alberto Núñez Candelo y iv) certificado de existencia y representación legal incompleto de la Fundación  PRESOS PERO NO MUERTOS (cuatro de siete páginas)
. 

2.5.  De acuerdo a lo anterior, se echan de menos los documentos que a continuación se relacionan: i) la tarjeta profesional que acredite que el señor Julián Alberto Núñez Candelo es abogado, ii) el poder especial otorgado por la señora Viviana Andrea Soto Olmos para que el señor Julián Alberto Núñez Candelo, como representante legal de la FUNDACIÓN PERSOS PERO NO MUERTOS instaurara la presente demanda de tutela y iii) parte del certificado de existencia y representación legal de la Fundación  PRESOS PERO NO MUERTOS  en donde conste quién es el representante legal de esa entidad. 

2.6.  Mediante auto del 7 de noviembre de 2019, el suscrito Magistrado que funge como ponente en este proveído, resolvió inadmitir la presente acción de tutela instaurada en contra de la Fiscalía 12 Seccional de Pereira y ordenó requerir al señor Julián Alberto Núñez Candelo para que dentro  del término de los tres (3) días siguientes a la notificación de este auto, aportara la documentación faltante para reclamar el amparo constitucional en calidad de representante legal de la Fundación PRESOS PERO  NO MUERTOS, so pena de rechazarse el mismo
.
2.7.  La anterior decisión fue notificada al señor Julián Alberto Núñez Candelo a través del oficio No.2676 el cual fue enviado el 8 de noviembre de 2019 al correo electrónico julian-alber19@hotmail.com
, sin que este se pronunciara al respecto.
2. PARA RESOLVER SE CONSIDERA

2.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

2.2.  El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así:

“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”  (Subrayas propias)
2.3. En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos
:
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.” (Subrayas propias)
2.4.  Los artículos 74 y 75 del C.G.P. señalan lo concerniente a los poderes, los cuales pueden otorgarse a una persona jurídica, según las siguientes disposiciones:
“Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados.

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las sustituciones de poder se presumen auténticas. (…) 

Artículo 75. Designación y sustitución de apoderados.  Podrá conferirse poder a uno o varios abogados.

Igualmente podrá otorgarse poder a una persona jurídica cuyo objeto social principal sea la prestación de servicios jurídicos. En este evento, podrá actuar en el proceso cualquier profesional del derecho inscrito en su certificado de existencia y representación legal. Lo anterior, sin perjuicio de que la persona jurídica pueda otorgar o sustituir el poder a otros abogados ajenos a la firma. Las Cámaras de Comercio deberán proceder al registro de que trata este inciso.

En ningún caso podrá actuar simultáneamente más de un apoderado judicial de una misma persona.

El poder especial para un proceso prevalece sobre el general conferido por la misma parte.

Si se trata de procesos acumulados y una parte tiene en ellos distintos apoderados, continuará con dicho carácter el que ejercía el poder en el proceso más antiguo, mientras el poderdante no disponga otra cosa.

Podrá sustituirse el poder siempre que no esté prohibido expresamente.

El poder conferido por escritura pública, puede sustituirse para un negocio determinado, por medio de memoria (…)”.

2.5. En el caso objeto de estudio, se tiene que el señor Julián Alberto Núñez Candelo acudió al presente mecanismo constitucional con el fin de que le fuera amparado el derecho fundamental de petición, ante la ausencia de respuesta a la solicitud radicada el 6 de agosto de 2019 en representación de la señora Viviana Andrea Soto Olmos, en la Fiscalía 12 Seccional de Cali, Valle, entidad que dejó constancia de haber informado al señor Núñez Candelo que la investigación bajo el No. 660016000035201502897, en la que aparece involucrado  el vehículo de placa SYR986 al parecer de propiedad de la señora Viviana Andrea Soto Olmos, se encontraba radicada en la Fiscalía 12 Seccional de Pereira. 
2.6. No obstante lo anterior, se tiene que quien promovió la presente acción no demostró ser el representante legal de la FUNDACION PRESOS PERO NO MUERTOS, a quien la señora Viviana Andrea Soto Olmos había concedido el poder para que presentara la solicitud antes descrita, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto fuera ostentando la calidad de apoderado judicial de la señora Soto Olmos por lo que no cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación. Como tampoco, puede inferirse que el señor Julián Alberto Núñez Candelo presentó la acción de tutela en nombre  de la persona jurídica que representa, ya que no cumplió con la carga de adjuntar de manera completa el certificado de existencia y  representación legal de la FUNDACIÓN PRESOS PERO NO MUERTOS de donde se desprendiera dicha asignación o de que es abogado, si se tiene en cuenta que una de las actividades que desarrolla dicha entidad es la de asesorías, consultorías y representaciones legales y judiciales a las personas que se encuentran privadas de la libertad (Fl. Folio 7 vuelto). 

2.7.  Al respecto dijo la Corte Constitucional en la Sentencia T-493 de 2007, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 previamente citado:  

“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original).

2.8.  Así mismo, la Corte Constitucional señaló en la Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) se ha pronunciado en varias oportunidades acerca de la necesidad de cumplir con los requisitos generales que establece el Decreto 196 de 1971 sobre el ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.”  (Subrayas fuera del texto original)
De acuerdo a lo anterior, y como viene de decirse, no se encuentra probado dentro de la foliatura que además de la intención de actuar en pro de los intereses de la señora Viviana Andrea Soto Olmos, el accionante esté legitimado para hacerlo conforme a algún poder que así lo haya autorizado. 

2.8. Frente a la  posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: (i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción
.  Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa
:

“3.1. Los artículos 86 de la Constitución Política y 10 del Decreto 2591 de 1991 establecen que la acción de tutela podrá ser ejercida por la persona que considere vulnerado o amenazado alguno de sus derechos fundamentales.

3.2. Para efectos procesales, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispuso:

 


“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
 
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
 
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
 

Así las cosas, en principio existen cuatro vías para interponer la acción: (i) directamente por quien considere lesionados o amenazados sus derechos fundamentales; (ii) por su representante; (iii) mediante la agencia de derechos ajenos, siempre que el interesado se encuentre en condiciones que imposibiliten su defensa; o (iv), por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.

Con relación a la interposición de la acción de tutela a través de un agente oficioso, este Tribunal ha indicado que opera cuando el titular del derecho no puede asumir su defensa personalmente. Tiene como finalidad garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, al admitir que un tercero interponga la acción y actúe en su favor sin que medie poder.

 

En este sentido, la Corte ha reiterado que en la presentación de la solicitud de amparo por parte de agente oficioso deberá verificarse que el agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y que de los hechos que fundamentan la acción se infiera que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en situación física o mental que le impida la interposición directa de la acción[1]. En todo caso, el juez constitucional deberá analizar el cumplimiento de estos requisitos a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración[2].

 

En relación con la manifestación del agente oficioso de actuar como tal, puede ser expresa o tácita. De esta forma, se ha considerado válida la agencia oficiosa cuando de los hechos narrados en el escrito de tutela se deduzca la calidad en la que actúa la persona que presenta la acción.

 

En cuanto a la imposibilidad para promover la defensa se ha reconocido que pueda ser de tipo físico o mental; o puede derivarse de otras circunstancias como el aislamiento geográfico o la situación de especial marginación o indefensión”. (Subrayas nuestras)

2.9.  Conforme a la normativa y jurisprudencia resaltadas, se concluye que no está acreditado que: i) el señor Julián Alberto Núñez Candelo sea el representante legal de la FUNDACION PRESOS PERO NO MUERTOS, ii) que este sea abogado, iii) no cuenta con poder especial para representar los intereses de la señora Viviana Andrea Soto Olmos, iv) como tampoco se puede inferir que el señor Núñez Candelo es el agente oficioso de la señora Soto Olmos.  

Lo anterior, aunado a que no se observa que el señor Julián Alberto Núñez Candelo hubiera radicado ante la Fiscalía 12 Seccional de Pereira alguna solicitud tendiente a que se le informe el estado en que se encuentra el proceso radicado bajo el No. 660016000035201502897.

2.10. De conformidad con la normativa y jurisprudencia resaltadas, se concluye que no quedó probado que el señor Julián Alberto Núñez Candelo sea el representante legal de la FUNDACION PRESOS PERO NO MUERTOS ni tiene poder especial para representar los intereses de la señora Viviana Andrea Soto Olmos para instaurar acción de tutela en contra de la Fiscalía 12 Seccional de Pereira. Por lo tanto, declarará improcedente la presente  demanda de amparo por falta de legitimación por activa. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE  la demanda de amparo constitucional presentada por el señor Julián Alberto Núñez Candelo, por las razones señaladas en la parte considerativa.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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